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INFORME No. 27/12
PETICIÓN 12.222
INADMISIBILIDAD

SINDICATO UNITARIO DE TRABAJADORES DEL SERVICIO 

DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE AREQUIPA
PERÚ
20 de marzo de 2012
I. RESUMEN

1. El 13 de octubre de 1999 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión”, “la CIDH” o “la Comisión Interamericana”) recibió una petición presentada por el Sindicato Unitario de Trabajadores del Servicio de Agua Potable y Alcantarillado de Arequipa – SUTEPSAR (en adelante también “el peticionario”), a favor de los trabajadores afiliados a dicha entidad sindical (en adelante “las presuntas víctimas”), en la cual se alegó la responsabilidad de la República del Perú (en adelante “Perú”, “el Estado peruano” o “el Estado”) por la violación a derechos protegidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención” o “la Convención Americana”). El peticionario alegó que en mayo de 1997 la empresa Servicio de Agua Potable y Alcantarillado de Arequipa disminuyó de forma arbitraria el reajuste salarial previamente asignado a las presuntas víctimas en diciembre de 1996. Afirmó que al impugnar dicha disminución por medio de una acción de amparo, las autoridades judiciales peruanas declararon su pretensión infundada. Señaló que las decisiones adoptadas durante el proceso de amparo son contrarias a la legislación constitucional y laboral aplicables, así como a las garantías establecidas en los artículos 21, 8 y 25 de la Convención Americana.
2. El Estado afirmó que la acción de amparo interpuesta por SUTEPSAR fue decidida por tribunales competentes y en el marco de un proceso que salvaguardó las garantías judiciales de las presuntas víctimas. Añadió que durante varios años la petición permaneció sin ningún tipo de movimiento procesal ante la CIDH, por lo cual solicitó su archivo en los términos del artículo 48.1.b) de la Convención. Finalmente, Perú sostuvo que los hechos narrados en la petición no tienden a caracterizar la violación a derechos protegidos en la Convención, y solicitó que la CIDH declare la denuncia inadmisible de conformidad con el artículo 47.b) del mismo instrumento.
3. Tras analizar la posición de las partes, la Comisión concluyó que es competente para conocer el reclamo, pero que el mismo es inadmisible por incumplimiento del requisito previsto en el artículo 47.b) de la Convención Americana, por no exponer hechos que tiendan a caracterizar la violación a derechos garantizados en el referido instrumento. La Comisión decidió notificar el presente Informe de Inadmisibilidad a las partes, hacerlo público e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. El 13 de octubre de 1999 la CIDH recibió la petición, la cual fue registrada bajo el número 12.222. El 28 de octubre de 1999 la petición fue trasladada al Estado, otorgándosele el plazo de 90 días para que presentara respuesta, de conformidad con el Reglamento de la CIDH entonces vigente. 
5. El Estado presentó su respuesta el 20 de marzo de 2000 y remitió comunicaciones adicionales el 15 de mayo, 3 de agosto y 26 de diciembre de 2000. A su vez, el peticionario envió comunicaciones adicionales el 16 de diciembre de 1999, 25 de febrero, 8 y 11 de mayo, 7 y 13 de julio y 4 de diciembre de 2000, 22 de marzo de 2002, 22 de abril, 18 de septiembre y 11 de diciembre de 2003, 13 de enero, 23 de febrero y el 1 de marzo de 2005.
6. El 19 de abril de 2011 la CIDH solicitó información actualizada al peticionario, indicándole que de no recibir respuesta podría archivar el expediente de la denuncia, de conformidad con el artículo 48.1.b) de la Convención Americana. Con posterioridad a esa fecha, los peticionarios remitieron escritos adicionales el 19 de mayo, 21 de junio, 2 y 9 de agosto de 2011. A su vez, el Estado presentó escritos el 5 de mayo, 20 de septiembre y el 13 de octubre de 2011.  
III. POSICIÓN DE LAS PARTES

A. El peticionario

7. Afirmó que por varios años las presuntas víctimas se desempeñaron como trabajadores contratados bajo el régimen laboral privado por la empresa pública Servicio de Agua Potable y Alcantarillado de Arequipa (en adelante “SEDAPAR”). Señaló que mediante una negociación colectiva de trabajo realizada en 1990, se convino que en lo sucesivo el régimen de aumentos remuneratorios de los funcionarios de SEDAPAR sería el que corresponde a los trabajadores no sindicalizados de la actividad empresarial del Estado, cuyos incrementos eran establecidos periódicamente por la Corporación Nacional de Desarrollo – CONADE. Manifestó que dicho régimen fue aplicado regularmente hasta que CONADE fue desactivada en el año 1996, creando un vacío legal respecto al ente que establecería el reajuste salarial de los trabajadores de SEDAPAR. 
8. El peticionario indicó que el 23 de diciembre de 1996 la mencionada empresa dictó la resolución 20787-96, cuyo primer punto resolutivo dispuso “la aplicación del Incremento de Remuneraciones del personal de SEDAPAR, a partir del 01 de Diciembre de 1996, hasta en un 20% de su remuneración básica, con cargo a la aprobación del Ministerio de Economía y Finanzas en las condiciones que se establezcan”. Se adujo que la Ley de Presupuesto del año 1997 (Ley Nº 26706), estableció el porcentaje máximo de 9% de reajuste de la remuneración de los trabajadores de empresas públicas, en vista de lo cual SEDAPAR adoptó la resolución 21107-97, el 22 de mayo de 1997, disponiendo el reajuste hasta un 9% en la remuneración de sus funcionarios.
9. El peticionario alegó que entre diciembre de 1996 y abril de 1997 SEDAPAR pagó a sus empleados el valor de sus sueldos actualizados hasta a un 20%, en los términos de la resolución 20787-96. Añadió que con la adopción de la resolución 21107-97, SEDAPAR impuso a sus trabajadores la devolución del valor recibido entre diciembre de 1996 y abril de 1997 superior al 9% de reajuste. Argumentó que lo anterior configuró una reducción arbitraria de la remuneración de los y las trabajadoras de SEDEPAR, máxime cuando el reajuste salarial de 20% ya había incorporado su patrimonio.
10. El peticionario indicó que el 28 de agosto de 1997 interpuso una acción de amparo, solicitando que se dejara sin efecto la resolución 21107-97. Señaló que el 9 de septiembre de 1997 el Segundo Juzgado Especializado de Trabajo de Arequipa declaró fundada la demanda de amparo y ordenó a SEDAPAR seguir abonando el aumento de 20% otorgado en diciembre de 1996. El peticionario adujo que ante un recurso de apelación formulado por la empresa demandada, la Sala Mixta de Vacaciones de la Corte Superior de Justicia de Arequipa revocó la sentencia de primera instancia y declaró infundada la acción de amparo. Agregó que el 28 de enero de 1999 el Tribunal Constitucional confirmó la resolución de la Sala Mixta de Vacaciones, siendo dicha sentencia notificada a SUTEPSAR el 12 de julio de 1999. Según la información presentada, la decisión del Tribunal Constitucional se basó inter alia en que la resolución 20787-96 de diciembre de 1996 carecía de validez, por cuanto no había sido refrendada por el Ministerio de Economía y Finanzas.
11. El peticionario hizo hincapié en que las sentencias de la Sala Mixta de Vacaciones y del Tribunal Constitucional “no se han pronunciado sobre uno de los puntos controvertidos, cual es de la devolución de los aumentos ya pagados y que la empresa impuso unilateralmente con descuentos ilegales”. Manifestó que dicha omisión deviene las mencionadas sentencias en nulas, en los términos del artículo 171 del Código Procesal Civil peruano. Añadió que los tribunales peruanos no tomaron en cuenta lo establecido en el artículo 45, inciso M del Estatuto de SEDAPAR, el cual facultaría el otorgamiento de aumentos a su directorio y presidencia, sin referirse a una autorización previa del Ministerio de Economía y Finanzas.

12. El peticionario sostuvo que a la luz de la legislación constitucional y laboral pertinentes, “los sueldos y salarios son de carácter alimentario y por ello, una vez que han sido otorgados no pueden unilateralmente suprimirse ni descontarse”. Añadió que el artículo 648, numeral 6, del Código Procesal Civil peruano consagra la inembargabilidad de las remuneraciones y pensiones cuando no excedan de cinco unidades de referencia procesal, por lo cual la devolución de parte del reajuste salarial recibido por los funcionarios de SEDAPAR entre diciembre de 1996 y abril de 1997 sería ilegal. 
13. Finalmente, el peticionario afirmó que el Estado es responsable por la violación de los derechos previstos en los artículos 21, 8 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con la obligación general de garantía consagrada en el artículo 1.1 del mismo instrumento.
B. El Estado
14. El Estado efectuó una narración similar a la del peticionario respecto de las decisiones adoptadas por las diferentes instancias de la jurisdicción constitucional en torno a la demanda de amparo formulada por SUTEPSAR el 28 de agosto de 1997. Manifestó que la demanda de amparo fue tramitada de manera regular y de acuerdo con las normas procesales internas. Añadió que “se respetaron las instancias y los recursos legales propios de la administración de justicia, atendiendo a los plazos señalados por ley y a los medios de defensa que la ley permite a todo ciudadano”. Afirmó que la CIDH “no constituye un órgano jurisdiccional más dentro de los procesos judiciales normados en el Estado Peruano, ni cuenta con facultades para revisar procesos judiciales llevados a cabo en la jurisdicción interna”.
15. Mediante comunicación recibida el 5 de mayo de 2011 Perú alegó que la denuncia permaneció varios años sin impulso procesal por parte del peticionario y solicitó su archivo de conformidad con el artículo 48.1.b) de la Convención. En comunicación recibida el 13 de octubre de 2011, señaló que si bien el peticionario había presentado nuevos escritos a lo largo del año 2011, ello no sería suficiente para retomar la actuación procesal ante la CIDH. Al respecto, “reite[ró] su afirmación de que el caso se encuentra sin movimiento procesal desde el año 2001, es decir, sin actividad procesal y/o de algún escrito adicional presentado por SUTEPSAR dentro del proceso ante la Comisión”.
16. Finalmente, el Estado argumentó que los hechos expuestos en la petición no tienden a caracterizar la violación a derechos previstos en la Convención Americana, por lo cual solicitó que la CIDH declare la denuncia inadmisible de conformidad con el artículo 47.b) del citado instrumento.
IV. ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A. Competencia de la Comisión ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci
17. El peticionario se encuentra facultado por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión. La petición señala como presuntas víctimas a personas naturales, a saber, los trabajadores afiliados a SUTEPSAR, respecto a quienes el Estado peruano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención. Por su parte, Perú ratificó la Convención Americana el 28 de julio de 1978. En consecuencia, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar el reclamo.

18. La Comisión tiene competencia ratione materiae y ratione loci, por cuanto en la petición se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte de dicho tratado.

19. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione temporis pues la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos por la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. 

B. Agotamiento de los recursos internos

20. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tengan la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional. 

21. La presente petición se refiere a alegadas violaciones a la Convención Americana a raíz de decisiones supuestamente arbitrarias por parte de las autoridades judiciales que conocieron una acción de amparo formulada por SUTEPSAR el 28 de agosto de 1997. De acuerdo con lo alegado por las partes, dicha acción fue decidida en última instancia mediante una resolución del Tribunal Constitucional de 28 de enero de 1999. 
22. Por lo anterior, la CIDH concluye que la petición satisface el requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención.  
C.
Plazo de presentación
23. El artículo 46.1.b) de la Convención establece que para que la petición pueda ser declarada admisible es necesario que haya sido presentada dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el interesado fue notificado de la decisión final que agotó la jurisdicción interna.
24. Conforme a lo señalado en el párrafo 21 supra, los recursos de la jurisdicción interna fueron agotados mediante una resolución emitida el 28 de enero de 1999 por el Tribunal Constitucional. La información que obra en el expediente indica que esa resolución fue notificada a SUTEPSAR el 12 de julio de 1999. Dado que la presente petición fue recibida el 13 de octubre de 1999, se encuentra satisfecho el requisito previsto en el artículo 46.1.b) de la Convención.
D.
Duplicidad de procedimientos y cosa juzgada
25. El artículo 46.1.c) de la Convención dispone que la admisión de las peticiones está sujeta a que la materia “no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional” y en el artículo 47.d) de la Convención se estipula que la Comisión no admitirá la petición que sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión o por otro organismo internacional.  En el presente caso, las partes no han esgrimido la existencia de ninguna de esas dos circunstancias, ni ellas se deducen del expediente.
E.
Caracterización de los hechos
26. El artículo 47.b) de la Convención establece que la Comisión declarará inadmisible una petición cuando en ella no se expongan hechos que tiendan a caracterizar una violación a derechos garantizados en la Convención. 
27. En la presente petición se alega la violación a los derechos previstos en los artículos 21, 8 y 25 de la Convención, a raíz de una actuación presuntamente irregular por parte de las autoridades judiciales que conocieron una acción de amparo formulada por las presuntas víctimas el 28 de agosto de 1997. Dicha acción tenía el propósito de dejar sin efecto la resolución Nº 21107-97, a través de la cual la empresa SUTEPAR disminuyó el reajuste salarial de 20% previamente establecido en la resolución 20787-96, a un máximo de 9%.
28. La información presentada por las partes indica que al pronunciarse en última instancia sobre la acción de amparo formulada por las presuntas víctimas, el Tribunal Constitucional señaló lo siguiente:
1. El sindicato demandante sostiene, que se han violado sus derechos constitucionales referidos a la remuneración; la misma que, según expresan en su demanda de fojas treinta y uno, fue incrementada mediante Resolución Nº 20787-96-S-1002 en un veinte por ciento sobre lo percibido, habiendo sido pagado normalmente hasta el mes de abril de mil novecientos noventa y siete; pero que, mediante Resolución Nº 21107-97-1010, de fojas ochenta y tres, su fecha veintidós de mayo de mil novecientos noventa y siete, al aprobarse la reactualización del Cuadro de Asignación de Remuneraciones a partir de noviembre de mil novecientos noventa y seis, se les ha reducido el referido incremento.

2. Que, la reducción del veinte por ciento de incremento en un nueve por ciento del mismo, se debió a que la Ley de Presupuesto de 1997 fijó dicho porcentaje como tope de incremento.

3. Que, la Ley de Presupuesto del Sector Público para 1996, Nº 26553 en su artículo 31º establece, que la escala y la política de remuneraciones de las entidades del Estado (organismos del Estado) se aprueba mediante Resolución Suprema refrendada por el Ministerio de Economía y Finanzas, acto que no se dio con el incremento citado; es decir, que la medida tomada mediante Resolución Nº 20787-96/S-1002 no se perfeccionó legalmente.

4. Que en el primer numeral de la citada Resolución, se indica “Disponer la aplicación del incremento de Remuneraciones del personal de SEDAPAR, a partir del uno de diciembre de mil novecientos noventa y seis, hasta un veinte por ciento de la remuneración básica, con cargo a la aprobación del Ministerio de Economía y Finanzas en las condiciones que se establezcan”.

5. Que, por tanto, la entidad demandada, al aplicar la Ley de Presupuesto para el Sector Público de 1996 y 1997, no violó ningún derecho constitucional
.

29. En el marco del sistema de peticiones previsto en el artículo 44 de la Convención Americana, la CIDH es competente para analizar la compatibilidad de leyes, políticas o prácticas con los derechos de una persona bajo el referido instrumento internacional. Sin embargo, la presente petición sostiene que la citada resolución del Tribunal Constitucional empleó una interpretación errónea de la Constitución Política del Perú, el Código Procesal Civil Peruano, el Estatuto de SEDAPAR, las leyes del Presupuesto del Sector Público de los años 1996 y 1997, entre otras normas de derecho material y procesal aplicables. Al respecto, la CIDH ratifica su doctrina según la cual no le corresponde reemplazar las autoridades judiciales en la interpretación del alcance de las normas de derecho interno
. La CIDH ha aseverado que no puede hacer las veces de un tribunal de alzada para examinar supuestos errores de derecho o de hecho que puedan haber cometido los tribunales nacionales dentro de los límites de su competencia
.
30. La CIDH destaca que un pronunciamiento sobre el fondo de la presente petición implicaría suplantar la interpretación del Tribunal Constitucional peruano sobre la validez de determinados actos administrativos emitidos por la empresa SUTEPAR, a la luz de la legislación laboral y administrativa aplicables. Ante la ausencia de elementos que indiquen que la resolución del Tribunal Constitucional supra citada haya sido adoptada en base a criterios arbitrarios o contrarios a derechos consagrados en la Convención Americana, los hechos planteados por el peticionario no tienden a caracterizar la violación al mencionado instrumento internacional.
V. CONCLUSIONES
31. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión concluye que las alegaciones del peticionario no tienden a caracterizar la violación a derechos protegidos en la Convención Americana, por lo cual la denuncia no satisface el requisito previsto en el artículo 47.b) de dicho instrumento. En consecuencia,  
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1. Declarar inadmisible la presente petición por incumplimiento del requisito previsto en el artículo 47.b) de la Convención Americana.
2. Notificar esta decisión al Estado y al peticionario.

3. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Petición inicial recibida por la CIDH el 13 de octubre de 1999, anexo, sentencia del Tribunal Constitucional de 28 de enero de 1999, expediente No. 962-98-AA/TC, fundamentos 1 a 5. 
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